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                                                                                                                                                             “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                              Héroe de la Nación Argentina” 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 155 

 
AMPARO: Improcedencia contra decisiones de la autoridad judicial. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de apelación interpuesto a fs. 57/58 vta. 
DOCTRINA: No procede el amparo que tiene por objeto la revisión de una sentencia dictada merced a la actuación de 
un tribunal en una causa penal, pues entre las expresas limitaciones establecidas en el artículo 87 de la Constitución 
Provincial se encuentra la improcedencia del remedio excepcional contra decisiones, actos u omisiones de la autoridad 
judicial. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  GARCÍA, JUAN HIPÓLITO – AMPARO – RECURSO DE APELACIÓN (Expte. Nº CJS 32.024/08)  (To-
mo 155: 383/388 - 18 /abril/2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Cámaras del Crimen, competencia en razón de turno, radicación definitiva de la causa. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara Segunda en lo Criminal, para intervenir en las 
presentes actuaciones. 
DOCTRINA: La averiguación de cualquier aspecto vinculado al hecho a investigar, como la de fijar la audiencia preli-
minar prevista en el artículo 360 del Código Procesal Penal, asignar el trámite respectivo y notificar a las partes, declarar 
la nulidad del procesamiento, de los actos concordantes y de la requisitoria de elevación a juicio, significa el desarrollo 
de una actividad jurisdiccional y resulta apta para generar la radicación definitiva de los autos en el tribunal que la dis-
puso, de acuerdo a lo normado en el punto I 7º) de la Acordada 8691. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, 

Ferraris, Garros Martínez y Posadas) 

    No corresponde tomar en cuenta a fin de establecer la competencia por el turno actuaciones judiciales fallidas, 
afectadas por sanciones procesales, que no hacen más que indicar que la causa fue previamente mal elevada a juicio. 
(Del voto de la Dra. Ayala) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: INCIDENTE DE NULIDAD PLANTEADO POR EL SR. FISCAL DE CÁMARA DEL CRIMEN Nº 2, DR. 
FÉLIX EDUARDO ELÍAS, EN CAUSA SEGUIDA CONTRA NARANJO, GUIDO ISMAEL –PIEZAS PERTENE-
CIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 33.406/10)  (Tomo  155: 23/30 - 11 /abril/2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad, necesidad de atender el avance de la investigación, plazo razonable. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de los Magistrados que han prevenido en las causas que mo-
tivan la presente contienda, para continuar interviniendo en cada una de ellas. 
DOCTRINA: No corresponde efectuar una aplicación inflexible de las pautas dadas en el artículo 38 del Código Proce-
sal Penal cuando ellas pueden tener el efecto de alterar la intervención de un tribunal que ya viene actuando 
       El fundamento de la conexidad y el de la acumulación de causas, amén de sus implicancias prácticas, radica en 
razones superiores como son el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y la eficiente prestación del servicio de 
justicia, por lo cual no cabe efectuar interpretación alguna que entorpezca o retrase la marcha de la investigación si las 
distintas causas sometidas a examen presentan un notable grado de complejidad, ya en orden a la pluralidad subjetiva, 
como en relación a las diferentes imputaciones, que repercuten en el objeto de cada uno de los procesos radicados en los 
distintos juzgados, su eventual desarrollo probatorio e, incluso, en algunos supuestos, exigen instar procedimientos cons-
titucionales previos, necesarios para su procedibilidad. 
          Resulta disvalioso y atentario contra la averiguación de la verdad real atender a la hipótesis delictiva más gra-
vosa sin tener en cuenta el avance de la investigación, en virtud de la exigencia de excluir toda dilación indebida del 
trámite, con un criterio cuantitativo de la gravedad. (Del voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Ayala) 

          Cuando entre las causas que tramitan en diversos juzgados existe conexidad subjetiva y objetiva, corresponde 
que intervenga, mediante acumulación, aquel donde se investiga el delito que reviste mayor gravedad. (Del voto del Dr. 

Vittar)       
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: DR. SOSA, 
ALBERTO RAYMUNDO; DR. PALOMBINI, JULIO CÉSAR; ESC. BRIZUELA, VÍCTOR MANUEL; WAYAR, 
LAURA INÉS Y PÉREZ DE LA FUENTE, MARÍA CECILIA Y OTROS POR FRAUDE A LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA EN CONC. REAL CON NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA EN PERJUICIO DEL ESTADO PROVINCIAL – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. 
N° CJS 34.087/10)  (Tomo  155:  597/606 - 20 /abril/2011) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad, necesidad de atender el avance de la investigación, plazo razonable. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de los magistrados que han prevenido en cada una de las 
causas que motivaron la presente contienda, para continuar interviniendo en ellas. 
DOCTRINA: Los presupuestos que deben contemplarse al dilucidar una cuestión de competencia atinente a las pautas 
sobre conexidad y acumulación contenidas en el Código Procesal Penal, consisten en preservar tanto el derecho a ser 
juzgado en plazo razonable como el principio de una eficiente prestación del servicio de justicia. 
      Las normas de asignación de competencia no deben ser objeto de una aplicación rígida que deje de lado la con-
veniencia de aprovechar el grado de compenetración que los tribunales que sostienen la contienda pueden tener con las 
actuaciones, en tanto no corresponde atenerse con rigorismo formal a la textualidad de tales disposiciones ni aplicar una 
interpretación que entorpezca o retrase la marcha de la investigación forzando a su acumulación. (Del voto de los Dres. 

Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas y Ayala) 
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        Cuando entre las causas que tramitan en diversos juzgados existe conexidad subjetiva y objetiva, corresponde 
que intervenga, mediante acumulación, aquél donde se investiga el delito que reviste mayor gravedad. (Del voto de los 

Dres. Vittar y Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Galli.  
CAUSA: C/C ROMERO, JUAN CARLOS; BRIZUELA, VÍCTOR MANUEL; DAVID, JAVIER; MEDINA, RAÚL; 
WAYAR, LAURA INÉS; MARTINI, GUSTAVO DANIEL; OLMOS, LUCIANA MARÍA; CAVANNA, LUCIO 
FERNANDO Y OTROS FUNCIONARIOS DEL ESTADO PROVINCIAL POR FRAUDE A LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA EN CONCURSO REAL CON NEGOCIACIONES IN-COMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA E INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE FUNCIONARIO PÚBLICO AL ESTADO 
PROVINCIAL – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 34.141/10) (Tomo  155: 783/792 - 
26 /abril/2011) 
 
EXCUSACIÓN. Improcedencia, conmutación de pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Abel Cor-
nejo a fs. 16O. 
DOCTRINA: No corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca amistad con la familia de la víctima en 
un pedido de conmutación de pena de la imputada, pues la cuestión materia de decisión en el caso por parte del Tribunal 
es ajena al proceso judicial en que la condena fue dictada y por ello no se pretende revisar la pena impuesta ni el proceso 
en cuyo marco se la aplicó. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“NUCCIARELLI, MÓNICA ALEJANDRA – CONMUTACIÓN DE PENA” (Expte. Nº SDH 00470/11) (Tomo 155: 
639/642 – 20/abril/2011) 
 
HONORARIOS Y COSTAS 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. René Alberto Gómez en la suma de $ 
1.500 (pesos mil quinientos), por la contestación del traslado del recurso extraordinario federal interpuesto por Nivel 
Seguros S.A. II. DEJAR ESTABLECIDO que las costas se imponen a Nivel Seguros S.A. por la sustanciación del re-
curso extraordinario federal deducido a fs. 908/919.  
DOCTRINA: Aplicación de los arts. 31, 4º, inc. b, c, d y 5 del Decreto 1173 y 15 de la ley 6730. 
       De acuerdo al art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, quien resulta vencido debe cargar 
con los gastos que debió realizar su contraria para obtener el reconocimiento de su derecho, de modo tal que en la espe-
cie las costas deben ser impuestas a quien promovió el recurso extraordinario federal que fue denegado. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C VALDEZ, RENÉ ELADIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.421/09) (Tomo  155: 1099/1102 - 09 
/mayo/2011) 
 
QUEJA. Retardo de justicia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 1. 
DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden incurrir 
los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su cargo. 

Los pedidos de pronto despacho deben ser resueltos por los magistrados dentro del plazo fatal legalmente esta-
blecido, explicitando, en su caso, adecuadamente, las causas que justificasen su resolución tardía. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C BARBA, MARÍA CECILIA P/ ESTAFA – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA (Expte. Nº CJS 
34.084/ 10)  (Tomo  155: 717/722 - 25 /abril/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Indagatoria. Recursos de la etapa de instrucción. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
2/6. 
DOCTRINA: La citación a prestar declaración indagatoria no produce un gravamen de difícil o imposible  reparación 
ulterior, pues es esencialmente, un acto dirigido a efectivizar la defensa material, cuyo dictado es tanto una facultad 
como un deber jurisdiccional (art. 282 del C.P.P.) siempre que haya sido ordenado en relación a una persona contra 
quien  exista promoción de acción penal. 

Los recursos previstos en la ley procesal gozan de una sistemática regulación que diferencia para cada caso las 
decisiones susceptibles de impugnación y establece las formas y los términos que deben observarse; particularmente, el 
de reposición  planteado y resuelto procede contra toda resolución dictada sin sustanciación (art. 456) mientras que para 
el de apelación rige la regla de taxatividad, salvo el supuesto de gravamen irreparable (art. 459). 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: IRIARTE, JORGE SERAFÍN – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 33.830/10)  
(Tomo 155: 565/568 - 19 /abril/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Inimpugnabilidad objetiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja deducida a fs. 101/109. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que se pretende 
revertir no encuadra en los tipos previstos en el art. 467 del C.P.P., ni resulta equiparable a sentencia definitiva en tanto 
la normativa procesal contiene expresas limitaciones que hacen a la tipicidad de las decisiones susceptibles de ser ataca-
das por esta vía.  
TRIBUNAL: Dres.  Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: MONTIVERO, HUGO CÉSAR – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
33.909/10)  (Tomo  155: 185/190 - 12 /abril/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Inimpugnabilidad objetiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta a fs. 
1/8. 
DOCTRINA: Las disposiciones que regulan al recurso de casación carecen de efectos abrogatorios o derogatorios de los 
restantes preceptos del Código y deben ser objeto de una armoniosa aplicación. Su alcance no puede ser entendido como 
una tercera instancia no prevista y su admisibilidad debe responder a la existencia de agravios y motivos expresamente 
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previstos o que revelen la posible existencia de un gravamen de difícil o imposible reparación ulterior, los cuales, por un 
imperativo de orden procesal, deben ser individualizados por el recurrente. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: SARAVIA, GABRIELA FERNANDA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° CJS 
34.031/10)  (Tomo  155: 733/738 - 25 /abril/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Inimpugnabilidad objetiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 1/3 vta. 
DOCTRINA: Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan  equiparables a sentencia defini-
tiva. 
       La normativa procesal contiene expresas limitaciones que hacen a la clase de decisiones susceptibles de ser 
atacadas por esta vía en virtud del principio de taxatividad o legalidad consagrado por el art. 443 del C.P.P., en su 1º 
párrafo, según el cual las vías impugnativas proceden sólo en los casos y medios expresamente establecidos por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
YURQUINA, VÍCTOR MANUEL – QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
33.999/10)  (Tomo  155: 835/842 - 04 /mayo/2011) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Planteo erróneo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 26/31. 
DOCTRINA: No resulta posible admitir planteos recursivos erróneos, ni tampoco es viable para las partes reeditar la vía 
para subsanar los errores de una primera presentación desconociendo las previsiones sobre tiempo y forma que rigen la 
materia. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C DUARTE DÍAZ CORNEJO, MARCO ANTONIO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº 
CJS 33.632/10)  (Tomo  155:  931/936 - 09 /mayo/2011) 
 
RECURSO DE APELACIÓN. Ley orgánica de la justicia penal. Reemplazo del juez de menores. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación y al planteo de inconstitucionalidad inter-
puestos a fs. 10/14 vta. y su aclaratoria de fs. 15. 
DOCTRINA: (Mayoría) El recurso de apelación ante la resolución que deniega el requerimiento de inhibitoria debe 
interponerse ante el tribunal inmediatamente superior, por lo que no siempre será esta Corte de Justicia la que deba in-
tervenir. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ferraris) 

(Minoría) Interpuesto el recurso de apelación contra una inhibitoria rechazada, corresponde a esta Corte enten-
der en su trámite y resolución. Así surge no sólo de la letra de la ley, art. 43 inc. 2º del C.P.P., sino además, de interpre-
tar su voluntad a la luz de su antecedente directo, en primer orden, el Código Procesal de Mendoza de 1950 (elaborado 
por Vélez Mariconde), recurriendo a la explicación auténtica contextual del legislador y a las conclusiones a que arriban 
los comentaristas. Fundamental y excluyentemente, la solución no puede ser distinta por imperio de los arts. 31 y 121 de 
la Constitución Nacional y los arts. 4º y 153, ap. II, inc. b) de la Constitución Provincial. 

Es notoriamente improcedente la inhibitoria planteada contra un juez que reemplaza al de menores, pues la ley 
Orgánica de la Justicia Penal instituye la competencia tanto por razón del territorio como de la materia, y regula el régi-
men de reemplazos y sustituciones bajo previsiones expresas e improrrogables; preceptos de orden público que, estable-
cidos de forma escrita y previa, en uso de atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, con-
cretan la garantía y designan –todos- al juez natural de la causa. Entonces, el art. 16, inc. b de la ley 7263 y modificato-
rias constituye una sistemática regulación de normas constitucionales y bajo ningún punto de vista viola garantías o 
derechos amparados por los plexos supra legales. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ayala) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: DRA. MIRTA LUCÍA MEDRANO DE GIARDINO – DEFENSORA OFICIAL DE MENORES Nº 1 – 
PLANTEA CUESTIÓN DE COMPETENCIA POR VÍA DE INHIBITORIA POR LOS IMPUTADOS ARANDA, 
PABLO NICOLÁS Y PEÑA, MIGUEL ÁNGEL – POR ROBO CALIFICADO POR EL USO DE ARMA – COMPE-
TENCIA (Expte. Nº CJS 33.838/10)  (Tomo  155:  753/760 - 26 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Amenazas. Culpabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 75/81 vta. 
DOCTRINA: La sentencia es acorde a derecho si, la certeza adquirida sobre la materialidad de los hechos parte de ele-
mentos de convicción legítimamente sustanciados que, en distinto grado, avalan la conclusión jurisdiccional y dan cuen-
ta que se cumplió con el proceso intelectivo exigido. La mera discrepancia personal del recurrente no habilita la casa-
ción, ya que corresponde al tribunal de juicio apreciar el valor de convicción de los distintos elementos probatorios reco-
lectados durante dicha etapa y del grado de convencimiento que aquéllos puedan producir. 

En los términos del art. 149 bis, 1er. supuesto del C.P., amenazar importa proferir manifestaciones intimidato-
rias que deben ser empleadas con el solo propósito de afectar el ánimo de la víctima y que se satisfacen con ser idóneas 
para amedrentar, con independencia de que ese efecto se concrete; se trata, pues, de un delito formal –no de resultado- 
que protege como bien jurídico a la libertad psíquica, que encuentra expresión en la intangibilidad de las determinacio-
nes y que, por lo tanto, debe atentar contra el sentimiento de seguridad del individuo. 

La beodez constituye una circunstancia personal que, lógicamente, carece de virtualidad por sí sola para quitar 
seriedad o idoneidad a las amenazas y, en lo relativo a la culpabilidad, no basta esa especie de trastornos para exculpar a 
quien los padece puesto que, para merecer la eximente, dichos trastornos deben, por su entidad, anular la razón de quien 
los sufre privándolo de comprensión y voluntad en la realización del acto ejecutado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C QUIROGA, ROQUE FÉLIX - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.866/09)  (Tomo  155: 937/944 - 09 
/mayo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Culpabilidad; delito de daños. nulidades; deber de congruencia con la actuación a tenor 

del peticionanate. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 83/87. 
DOCTRINA: El reproche anímico –elemento subjetivo del delito- en nuestro ordenamiento jurídico penal presupone la 
imputabilidad e implica, en las dos especies previstas, la relación psicológica del autor con su obra delictiva. El dolo, 
para configurarse, contiene en todas sus magnitudes un elemento volitivo y otro cognitivo, esto es, en términos de la ley, 
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la comprensión de la criminalidad del acto y la dirección de las acciones (art. 34, inc. 1º del C.P.); conceptos que cierta-
mente, por regla, no se identifican con la finalidad perseguida o con los motivos que llevaron al autor a delinquir, ni aun 
en el grado directo de relación. 

Específicamente, el delito de daño requiere un dolo directo, constituido por la voluntad de querer dañar la cosa 
en sí, pero sin que sean necesarias finalidades trascendentes (como la de querer perjudicar patrimonialmente al propieta-
rio) o motivaciones especiales (odio, venganza). 

Ninguna nulidad puede tener un fin en sí mismo y esta grave sanción debe obedecer siempre a la existencia de 
un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que mediante ella la parte experi-
menta un perjuicio que debe ser concreto y sustentarse en un planteo oportunamente efectuado. Lejos de esas premisas, 
el defecto formal de las actas de debate ahora opuesto, no fue objeto de planteo alguno mientras se sustanciaba el juicio; 
a punto tal que constituía un deber propio del ejercicio de la defensa -máxime oficial- no sólo asistir a firmar la trascrip-
ción sucinta y su contenido sino, fundamentalmente, constatar que sea el reflejo del debate mientras éste se celebraba a 
fin de cumplir efectivamente con el ministerio que le ha sido encomendado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C ALTAMIRANO, CIRO ELEUTERIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.595/09)  (Tomo  155: 
1033/1040 - 09 /mayo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de peculado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER lugar al recurso de casación interpuesto a fs. 273/275. 
DOCTRINA: Es concepto indudablemente recibido por el art. 18 de la Constitución Nacional que el derecho penal, en 
cualquiera de sus ramas, es un sistema riguroso y cerrado, formado por ilicitudes discontinuas, que no toleran ningún 
tipo de integración, extensión o analogía, tendientes a completar los elementos esenciales de las figuras creadas por la 
ley y que si bien constituyen tarea específica de los jueces interpretar las normas legales a los fines de la exacta determi-
nación de su sentido jurídico, en materia penal se excluye toda interpretación analógica o extensiva de las normas puni-
tivas. 
        En el delito de peculado (art. 261 del C.P.), la acción típica consiste en sustraer caudales o efectos cuya admi-
nistración, percepción o custodia habían sido confiadas a un funcionario público en razón de su cargo; el autor del delito 
custodia los caudales o efectos en su poder cuando su función consiste en tenerlos bajo su cuidado y conservación, sea a 
título de depósito o a otro que signifique la tenencia de los bienes; a los fines de la configuración del delito. Administra 
quien, con arreglo a los ordenamientos respectivos, está facultado a disponer de los bienes y el que comparte con otros la 
facultad de disposición de los caudales o efectos para aplicarlos a las finalidades legalmente determinadas. 

La expresión “sustraer” del art. 261 del C.P. no exige apoderamiento ni apropiación, siendo suficiente la viola-
ción de la custodia y ello es así, porque se puede sustraer sin querer hacer ingresar la cosa en la propia tenencia. Sustrae 
el que quita la cosa de la esfera de custodia en que se encuentra, aunque no lo haya regido por aquella dirección de la 
voluntad. (Del voto del Dr. Cornejo) 

      El verbo típico “sustraer” no puede equipararse al apoderamiento propio de las acciones de hurtar o robar. El 
Código Penal (art. 261) no le da otra connotación al verbo ni exige una finalidad determinada al actor, solamente alude 
al “funcionario público que sustrajere...”. Sustraer significa “apartar, separar, extraer”, por lo que no implica necesaria-
mente que a esa acción deba agregarse la de apropiación (hacerla propia) para que se consume el delito. Esto tiene senti-
do porque, de acuerdo a la ubicación de la norma en el Código (Libro Segundo, Título XI: Delitos contra la administra-
ción pública), el bien jurídico protegido en forma predominante por la figura en cuestión es el correcto funcionamiento 
de la administración pública, en este caso referido puntualmente a la administración de los bienes públicos o de los pri-
vados que se encuentren bajo la administración o custodia del Estado. Por eso no es un delito patrimonial en primer 
término, aunque su efecto sea de carácter patrimonial, pues el patrimonio está en consideración de la función administra-
tiva. 
       Se puede sustraer sin querer hacer ingresar la cosa en la propia tenencia o sin querer disponer de ella como 
podría hacerlo el dueño; sustrae el que quita la cosa de la esfera de custodia en que se encuentra, aunque no lo haga 
regido por aquellas direcciones de la voluntad. Por eso la acción propia del peculado se ha descripto como la de ‘apartar, 
separar, extraer’, y se afirma que se satisface con el simple quebrantamiento de la esfera de custodia en la que el bien 
legalmente se encontraba, sin perjuicio, por supuesto, de que ese quebrantamiento pueda configurarse a través de una 
verdadera apropiación. (Del voto de los Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar y Ayala) 

       El delito de peculado se encuentra configurado en el caso, en tanto el acusado reviste la calidad de funcionario 
público requerida –agente policial-, los objetos –secuestrados en causa policial- reúnen esa calidad en virtud de la equi-
paración expresamente establecida en el art. 263 del C.P., y la acción llevada a cabo es la prevista en el núcleo del tipo 
en cuestión, pues quien “sustrae” no necesariamente se “apodera”, en tanto lo primero sólo implica separar o quitar el 
bien de la esfera de custodia de la administración. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 

TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C FLORES, RAMÓN ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.249/10)  (Tomo  
155: 403/422 - 18 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos culposos. Conducta de la víctima; relación causal con el resultado. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 224/229 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la condena dispuesta en la sentencia  de fs. 216 y vta. y absolver a Francisco Antonio Soto López por el delito 
de homicidio culposo. 
DOCTRINA: (Mayoría) Si bien en materia penal la culpa de la víctima, no compensa la imprudencia o negligencia 
determinante del hecho que se le pueda reprochar al autor del suceso, ello es así, en tanto y en cuanto pueda endilgarse 
con certeza un actuar culposo al acusado. En ese sentido, las circunstancias probadas de la causa vinculadas al cruce por 
parte del ciclista durante horario nocturno de una vía rápida semaforizada, con señal lumínica en rojo y en contramano, 
permiten concluir que la conducta absolutamente imprudente probada este último excluye toda connotación culposa en 
el incoado. 

Probado en el caso la absoluta culpa de la víctima y la ausencia de cualquiera de las formas reprochables de 
conducta del imputado, éste debe ser absuelto del delito, a fin de salvaguardar el estado de inocencia del que goza, que 
no ha logrado ser revertido, garantía que encuentra amparo en el art. 20 de la Constitución Provincial, y 18 de la Consti-
tución Nacional y los tratados que forman parte de la carta magna. (Del voto de los Dres. Ayala, Catalano, Cornejo, 

Ferraris y Vittar) 

(Minoría) La sentencia es válida si en sus fundamentos se ha cumplido una ponderación completa del hecho, 
estableciéndose que de acuerdo a las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del acusado supuso 
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una transgresión de los deberes de cuidado que debía observar en tanto conductor de un vehículo automotor y que esa 
omisión lo llevó a efectuar un aporte causal indispensable para que se concrete el resultado que se atribuye. 

El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y la impruden-
cia de quienes se interponen en su trayectoria no justifica el actuar culposo de quien guía el automóvil, puesto que esa 
circunstancia constituye un riesgo común  inherente al tránsito y, por lo mismo, todo conductor de un rodado automotor 
está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación. 
La conducta culposa del afectado cuando confluye con la del acusado, es un factor que tiene relevancia a los fines de una 
necesaria consideración para una adecuada mensura de la pena. Este último aspecto, puede en todo caso servir para ate-
nuar la culpabilidad que es la base del reproche penal, pero no tiene el efecto de eliminarla y sólo actúa como reductor 
de la reprochabilidad en el ámbito de la medición de la sanción aplicable. (Del voto de los Dres. Garros Martínez y 

Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C SOTO LÓPEZ, FRANCISCO ANTONIO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.459/09)  
(Tomo  155: 519/532 - 18 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lectura de fundamentos de la sentencia. Unidad de juicio. Nulidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 181/205 y, en su mérito, declarar 
la nulidad de la sentencia de fs. 152 como de los actos del debate, y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional 
y de Garantías que por orden corresponda para la celebración de un nuevo juicio. 
DOCTRINA: (Mayoría) La violación al artículo 405 del C.P.P. importa la existencia de un vicio procesal que conlleva 
inexorablemente la nulidad del fallo condenatorio, debido a que las formas procesales son una garantía constitucional, 
cuya inobservancia afecta al debido proceso. En ese sentido, es diáfana la norma mencionada cuando dispone que: re-
dactada la sentencia, cuyo original se agregará al proceso, el tribunal se constituirá nuevamente en la sala de audiencias, 
luego de ser convocados el fiscal y las partes, sin perjuicio de los requisitos formales que enumera el art. 404. Pero lo 
esencial, según el art. 403, es que al concluir el debate, el juez o tribunal debe dictar sentencia. 

A ello es dable agregar que en los casos de sentencias condenatorias, al plazo para deducir el recurso de casa-
ción debe computarse a partir de la notificación personal al imputado, pues de lo contrario se podría frustrar la eventual 
voluntad de impugnar la decisión que le impone la condena, lo que atentaría contra la vigencia de la garantía de defensa 
en juicio. Ello es así, porque el verdadero titular del derecho a recurrir, reconocido por os artículos 8.2.h de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es el acusado. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 

El art. 416 del C.P.P., al igual que el art. 405, disponen las solemnidades necesarias para que el acto procesal de 
la sentencia sea instrumentada en un documento y, con ello, exista como tal dentro del proceso penal. Los preceptos son 
de importancia cardinal y tanto en la regla prevista como en su excepción, sintetizan la máxima formal que establece la 
“unidad entre el debate y la sentencia”. 

La excepción apuntada, a su vez, procede ante la complejidad del asunto a o avanzado de la hora, y únicamente 
autoriza a diferir la lectura de fundamentos por un plazo nunca mayor a los cinco días. Contiene dos normas fundamen-
tales cuya violación es sancionada expresamente con nulidad; primero, en garantía de los principios de concentración y 
continuidad, la prohibición de redactar los fundamentos fuera de ese tiempo excepcional; segundo, en amparo a lo publi-
cidad del juicio oral, a la forma republicana de gobierno y al derecho de defensa, la exigencia de darlos a conocer, en 
audiencia celebrada al efecto y previa convocatoria de las partes y el fiscal, también, dentro del plazo fatal. 

Las disposiciones mencionada, entonces, bajo estrictas formas que deben ser respetadas invariablemente, garan-
tizan los principios fundamentales a que está sometido el debate y, su correlato, la sentencia; a tal punto es así que las 
dos normas que contiene la excepción -redacción y lectura- supeditan su validez a un requisito formal improrrogable que 
junto a la situación extraordinaria del pronto despacho, constituyen los dos únicos supuestos de plazos perentorios para 
el juez previsto en la ley adjetiva local. (Del voto de los Dres. Ferrais, Garros Martínez, Posadas, Vittar y Catalano) 

(Minoría) Ante los vicios en la notificación de los fundamentos de la sentencia, que se logra únicamente a tra-
vés de un especial medio de comunicación obligatorio: su lectura, ha mediado una efectiva conculcación de  os derechos 
recursivos del imputado, los cuales empiezan a correr recién desde dicho acto. 

Corresponde distinguir en esta materia lo que resulta ser la “lectura” del fallo de su “redacción”. Sólo la ausen-
cia de esta última en el plazo legal exhorbita el término y viola los principios de concentración y continuidad ideológica 
que debe existir entre el debate y la redacción de los fundamentos, vicio que no se observa en autos. 

En consecuencia, habiéndose realizado la notificación de los fundamentos de la sentencia por un medio impro-
cedente, debe declarase la nulidad y ordenar que se fije un nuevo plazo para el cumplimiento del acto establecido en el 
art. 416 segundo párrafo del C.P.P. (Del voto de la Dra. Ayala) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C ZULETA, GERARDO FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.006/09)  (Tomo  
155: 507/518 - 18 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Ley 26551. Aplicación retroactiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
153/154 vta. y desestimar los planteos de fs. 175 y vta. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de 
Garantías de Tercera Nominación, para que, previo informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia y planilla 
prontuarial, se pronuncie sobre la posible prescripción de la acción penal. 
DOCTRINA: La Ley 26.551 debe aplicarse retroactivamente en virtud del art. 2º del C.P. a causas por calumnias e inju-
rias iniciados por hechos anteriores a su vigencia. 
TRIBUNAL: Dres. Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: QUERELLA POR CALUMNIAS CONTRA MARQUILLAS, MARINA ISABEL PRESENTADA POR GI-
MÉNEZ, EDUARDO ESTEBAN – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. N° CJS 
32.200/09)  (Tomo  155: 569/580 - 19 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción; acción contravencional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso deducido a fs. 39/43 vta. II. ORDENAR que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Séptima Nominación, a fin de que se expida sobre el planteo de pres-
cripción formulado. 
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DOCTRINA: Previo a resolver sobre la cuestión de fondo, corresponde analizar el planteo de prescripción formulado en 
la causa ya que, de haber acontecido tal circunstancia, el objeto del recurso devendría abstracto. Ello toda vez que, es 
deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al momento de decidir. 

El carácter de orden público del instituto de la prescripción, no legitima a los tribunales a obviar las instancias 
procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos fácticos y jurídicos. 

Corresponde suspender el trámite del recurso de casación a fin de que en forma previa el planteo de prescrip-
ción sea objeto de consideración por parte del juzgado de origen. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Fe-

rraris, Garros Martínez y Ayala) 

En materia contravencional resulta necesario aplicar los principios generales del Código Penal sobre prescrip-
ción, deviniendo la sentencia del Jefe de Policía un acto interruptivo del curso de la acción. (Del voto de la Dra. Ayala) 

Corresponde sobreseer a los acusados por prescripción de la acción contravencional, si de las constancias 
obrantes en la causa surge de manera palmaria que entre la comisión del hecho que motivara la sanción administrativa y 
la aplicación de la pena, transcurrió el plazo de prescripción de seis meses que prevé el artículo 41 del Código Contra-
vencional de la Provincia de Salta, ley 7135. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo, Ferraris, Garros Martínez.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C GONZÁLEZ, ADRIANA ELIZABETH – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.185/10)   (To-
mo  155: 773/782 - 26 /abril/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sana crítica racional. Exceso de la justificante; legítima defensa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 403/406. 
DOCTRINA: La sentencia no posee defectos que permitan descalificarla, si los aspectos más relevantes del plexo proba-
torio han sido relacionados con arreglo a las normas de la lógica para determinar la autoría del hecho, sus motivos y 
circunstancias. No alcanza, para revertir la condena, la crítica ensayada en el marco de un recurso de casación que se 
limita a la emisión de una opinión discrepante sobre el valor probatorio de distintas evidencias, pero no fulmina la co-
herencia de la motivación en que se sostiene el fallo. 

La aplicación de la causal de atenuación de exceso en la legítima defensa exige, como presupuesto indispensa-
ble, que el accionar que a la postre se torna delictivo se haya iniciado con arreglo a los parámetros previstos por la legí-
tima defensa (art. 34 inc. 6º del C.P. – en este caso concreto los del inciso 7º). Vale decir, no cualquier conducta desme-
dida que se ejecuta so color de salvaguardar un bien de una agresión externa cae en la órbita de la figura cuyo empleo 
pretende la recurrente, sino que se requiere una actividad inicialmente lícita que luego se desvíe del cauce de la razón 
justificante prevista en la citada norma. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Ayala, Catalano, Ferraris, Garros Martínez, Posadas.  DOCTRINA: Dr. Martini.  CAUSA: 
C/C ORELLANA, CÉSAR MANUEL; ORELLANA, RICARDO GABRIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 33.645/10)  (Tomo  155:  1041/1054 - 09 /mayo/2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; funcionario Público. Dictamen fiscal. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 225/226 vta. y, en su mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 209/210, y ordenar que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se corra nueva 
vista al Sr. Fiscal Correccional Nº 1 conforme a lo indicado en considerandos. 
DOCTRINA: El séptimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal contempla los delitos que en el caso en concreto hayan 
sido llevados a cabo con motivo del ejercicio de funcionario público, valiéndose de la función como medio comisivo sin 
la cuál el hecho no podría haberse ejecutado del modo en que se cometió, amén de que ello se encuentre o no previsto 
como un elemento del tipo en cuestión. 

La oposición del titular de la acción penal a la concesión del beneficio de la suspensión del juicio a prueba de-
viene vinculante para el Juez tan sólo si está fundada en concretas situaciones de la causa. (Del voto de los Dres. Ferra-

ris, Vittar, Catalano y Ayala) 

Si la condición de funcionaria pública de la imputada como el ejercicio de tal función en la ocasión, no se reve-
lan como elementos especiales fundantes de la prohibición penal ni muestran una inexorable incidencia determinante de 
la producción del hecho, esa calidad se verifica por completo irrelevante a los efectos de hacer recaer sobre ella aquél 
deber más fuerte que el exigido a los demás. Por lo tanto, una interpretación del art. 76 bis párrafo séptimo del Código 
Penal, que excluya a la imputada del instituto de la suspensión del juicio a prueba, deviene irrazonable y violatoria de la 
garantía constitucional de igualdad ante la ley. (Del voto de la Dra. Ayala) 

El recaudo del cuarto párrafo del artículo séptimo del Código Penal que critica al consentimiento fiscal es de 
dudosa constitucionalidad, porque cada provincia organiza su justicia y distribuye competencias, no pudiendo la ley 
federal entrometerse en ello. 

Pero, además, porque parecería otorgarle facultades jurisdiccionales al Ministerio Público Fiscal, debido a que 
condiciona la decisión del Juez o del Tribunal, dado que el único caso en que el dictamen del fiscal obliga al Tribunal es 
cuando éste solicita la absolución en el debate, pero esto sucede porque no hay acusación, es decir, por falta de un ele-
mento esencial y necesario para que haya juicio. Este texto sólo puede hermenéuticamente compatibilizarse con la Cons-
titución, si se toma que el dictamen fiscal es vinculante cuando solicita la suspensión del juicio pero no a la inversa. 

La prohibición del séptimo párrafo del art. 76 bis del C.P. no sólo requiere la intervención de un funcionario 
público para impedir la concesión del beneficio, sino que exige que el delito investigado se haya cometido en ejercicio 
de sus funciones, es decir aquellos delitos que en el caso concreto hayan sido perpetrados con motivo de tal ejercicio, 
empleando la función como medio ejecutivo sin el cual no podría haberse cometido del modo en que se cometió, con 
independencia de que la ley a priori provea esa circunstancia en su definición. 

En efecto ampliar la prohibición a cualquier tipo de delitos cometidos al momento del ejercicio de las funciones 
echa por tierra los fundamentos de la excepción, y tornan inicuas las circunstancias que diferencian la situación del fun-
cionario a la de otros imputados, lo cual impediría, por aplicación del art. 16 de la Constitución Nacional, su aplicación. 
(Del voto del Dr. Cornejo) 

Corresponde el rechazo del pedido de suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimi-
do con pena de inhabilitación, porque obsta a ello lo dispuesto en el art. 76 bis último párrafo del C.P., sin que resulte 
necesario analizar la condición de funcionario público o no del acusado, en razón del impedimento legal señalado. (Del 

voto de los Dres. Garros Martínez y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Garros Martínez, Posadas, Vittar, Ayala, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dr. Martini.  
CAUSA: C/C RUIZ, FEDERICO EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.638/09)  (Tomo  155: 
325/348 - 13 /abril/2011) 
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RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Participación. Imposición de una pena mayor a la 

solicitada por el Ministerio Público Fiscal. Reincidencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos a fs. 
376/381 vta. 
DOCTRINA: Desde el punto de vista objetivo el grado de participación que corresponde al cómplice surge del valor que 
su aporte a la comisión del hecho concreto. Si en el caso la colaboración  consistió en impedir el ingreso de terceras 
personas al lugar de los hechos ya que por las circunstancias que lo rodeaba ello podía ocurrir en cualquier momento 
desbaratando la empresa criminal-, tal conducta excede la del campana y debe ser tenida como una participación prima-
ria o necesaria. 

El instituto de la reincidencia no se opone al ordenamiento constitucional y, desde la reforma de la ley 23057, 
amén de los otros fundamentos de la pena, guarda estricta correspondencia con el fin de prevención especial. En ese 
orden, la nueva sentencia dictada no es constitutiva del estado de reincidencia, sino simplemente declarativa de la comi-
sión del nuevo delito que genera ese estado. Por ello, basta para adquirir la calidad de reincidente la existencia de una 
condena anterior impuesta por el delito, la cual debe estar firme, por no admitir recurso alguno. La misma debe ser la 
pena privativa de libertad, de cumplimiento efectivo y conforme al sistema vigente, es menester que el condenado haya 
cumplido su pena, al menos parcialmente, en encierro efectivo. Finalmente se requiere que la persona incurra en un 
nuevo delito, reprimido por la ley con prisión o reclusión y que su comisión sea declarada mediante una sentencia que 
imponga una pena de efectivo cumplimiento, siempre que lo sea antes de un plazo igual al de la pena impuesta en la 
condena anterior, el que no puede ser inferior a los cinco años ni superior a los diez. 

(Mayoría) Conforme al precedente “Amodio” del 12/06/07 (Fallos 330:2658) de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, la potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los arts. 40 y 41 del C.P. no se encuentra 
limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 

Allí, al desestimar la queja por mayoría en tanto el recurso extraordinario que la originara era inadmisible, el 
más alto Tribunal Federal estableció que la imposición de una pena mayor a la solicitada por el Ministerio Público Fiscal 
no constituye un agravio constitucional y, por ende, no viola las exigencias de esa índole sobre las formas sustanciales 
del juicio relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. Entonces la pena –como 
que es parte de la sentencia condenatoria- debe ser individualizada judicialmente sin sujeción de parámetros ni limita-
ciones extraños a la legalidad (arts. 40 y 41 del C.P.). (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris y Posa-

das) 

(Minoría) El pedido de la pena del fiscal resulta una frontera infranqueable para las posibilidades condenatorias 
del tribunal y, de encontrarse debidamente motivado, ése es el límite al que debe atenerse la autoridad jurisdiccional. 

Ello es así porque “no puede entenderse que el plenario esté signado por el sistema mixto de enjuiciamiento y 
por lo tanto ya no resulta admisible que los jueces resuelvan los casos más allá del contenido de la acusación, entendida 
ésta como un todo: la enunciación de los hechos y la pena que se reclama... Está claro que la acusación  pública o priva-
da, debe precisar el reclamo punitivo; es decir, no basta con que el fiscal o la querella califiquen los hechos y reclamen 
una condena, sino que es necesario que al mismo tiempo efectúen un concreto pedido de pena. Es que sólo así se garan-
tiza el contradictorio, esto es, se otorga a la defensa un marco sobre el cual efectuar el descargo, vinculado con la impu-
tación concreta... De lo que se trata en definitiva, es de entender cuál es el rol que le toca cumplir a los jueces: el de 
dirimir una contienda planteada entre la acusación y la defensa. Porque si en lugar de dirimir un conflicto los jueces 
toman para sí la actividad de una de las partes reemplazando por eso la voluntad del titular de la acción penal por la suya 
propia, pierden su puesto de tercero imparcial frente a ese conflicto  y por lo tanto no garantizan un juicio justo” (“Fallo 
Amodio: Los alcances del principio acusatorio”, por Julián Falucci, en Revista de Derecho Procesal Penal- La actividad 
procesal del Ministerio Público Fiscal I, 2007-2, Director: Edgardo Alberto Donna, Rubinzal Culzoni, págs. 514 y 515). 
(Del voto de las Dras. Ayala y Garros Martinez) 
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